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1. Introducción

El 30 de enero de este año se publicó en el Boletín Oficial el decreto de necesidad y urgencia 30/2017 que introdujo importantes cambios en la ley 25871 relativa al régimen de las migraciones. Si bien el decreto está destinado prácticamente en su totalidad a esa reforma, uno de sus últimos artículos introduce un cambio en otra ley, la ley 346 sobre nacionalidad. El cambio, desde el punto de vista textual, es muy pequeño: se dispone que para obtener la nacionalidad argentina por naturalización serán necesarios, no ya dos años de residencia (como establecía la ley hasta ese momento), sino dos años de residencia legal. Sin embargo, a pesar de lo reducido del cambio textual, la reforma supone una alteración sustantiva grande en la concepción hasta ese momento vigente de la adquisición de la nacionalidad argentina por naturalización.

En esta ponencia nos proponemos analizar ese cambio desde un punto de vista teórico, abordándolo desde las diferentes concepciones imperantes sobre el vínculo nacional. El propósito, pues, no es hacer ni un estudio técnico-jurídico de la reforma ni una evaluación crítica a la luz de cualquier formulación de un sistema de principios de justicia. Partiremos de una rápida descripción de dos concepciones alternativas y complementarias del vínculo nacional (apartado 2), para luego estudiar la evolución histórica del requisito de residencia como presupuesto de la naturalización en la legislación argentina (apartado 3). Concluiremos (apartado 4) que la reforma supone reforzar la exigencia de la concurrencia de la voluntad soberana de la comunidad política como requisito para la nacionalización de un extranjero.
2. La teoría de la nacionalidad
La distinción entre propios y extraños es la columna vertebral de cualquier organización política. Esta distinción asumió diversas formas a lo largo del tiempo: miembros y no miembros del clan; miembros de la polis y bárbaros; ciudadanos y no ciudadanos de Roma. No hay organización política conocida que no haya trazado, de alguna manera, una línea entre los que están dentro y los que están fuera de ella (hemos estudiado el tema en Arlettaz, 2015).

La distinción entre propios y extraños es, en el Estado nacional, la distinción entre nacionales y extranjeros. Todas las entidades políticas han necesitado una delimitación del sustrato personal que las compone en vistas a la integración en ella de determinados individuos y a la definición del ámbito de aplicación de determinadas reglas de derecho. Sin embargo, ha sido con el Estado nacional moderno que esa delimitación ha desplegado toda su funcionalidad jurídica de forma nítida y diferenciada (Aláez Corral, 2005, pp. 4-5). En los Estados modernos, la posesión de la nacionalidad del Estado es un requisito necesario para formar parte del cuerpo político. Al menos en principio, sólo los nacionales tienen la plenitud de los derechos, lo que incluye los derechos políticos. Sólo los nacionales forman parte del demos.
Interesa aquí contrastar dos concepciones de la nacionalidad que denominaremos la de la nacionalidad como potestad soberana y la de la nacionalidad como derecho humano. La primera es la que surge con la formación del Estado moderno y en el contexto de un sistema de relaciones internacionales basado en una idea fuerte de soberanía. Para esta concepción, la definición de quiénes son nacionales de un Estado es una facultad discrecional de ese Estado. La segunda concepción se desarrolla en la segunda mitad del siglo XX en el proceso de conformación de los sistemas internacionales de derechos humanos. Según ella, existe un derecho de los individuos a tener una nacionalidad que hace que, en algunos casos, la adquisición de la nacionalidad pueda hacerse incluso por encima de la voluntad del propio Estado. La segunda concepción no ha desplazado totalmente a la primera, aunque sí ha supuesto una restricción de su carácter absoluto (más detalles sobre esta distinción en Arlettaz, 2017). 
Los juristas y los filósofos políticos de la temprana modernidad se ocuparon de la distinción entre los nacionales (a los que se referían muchas veces con el vocablo ciudadanos
) y los extranjeros. En la tradición liberal contractualista, es bien conocido, el fundamento de la pertenencia a la comunidad política es el consentimiento. En la sociedad política hobbesiana o lockeana, por ir a los ejemplos clásicos, los individuos que se encuentran en el estado de naturaleza no tienen entre sí ningún vínculo natural ni ninguna obligación unos con otros. En este contexto, la asociación política se constituye (y, eventualmente, se disuelve) mediante actos recíprocos de voluntad individual. Quienes toman parte en el contrato son miembros de la asociación política que se forma, es decir, ciudadanos.

Si es el consentimiento lo que convierte a un hombre en miembro de la comunidad política, la consecuencia es clara: el individuo puede entrar y salir de la comunidad, adquirir y perder su condición de ciudadano, por un acto de voluntad. “El hijo está bajo la tutela de su padre hasta que alcanza la edad del discernimiento; a partir de entonces, es un hombre libre, con libertad de ponerse bajo el gobierno que le plazca, y de unirse al cuerpo político que quiera. Pues si el hijo de un inglés, nacido en Francia, tiene esa posibilidad de hacerse súbdito francés y puede que de hecho se haga, es evidente que la circunstancia de que su padre sea un súbdito de este reino no le pone atadura alguna […]” (Locke, [1764]2014, § 118). Por supuesto, el solo hecho de estar temporalmente bajo la jurisdicción de un soberano no convierte a una persona en súbdito de ese soberano: “[…] someterse a las leyes de un país, vivir en él pacíficamente, y disfrutar de los privilegios y protecciones que esas leyes proporcionan, no hace de un hombre miembro de esa sociedad; ello es solamente una protección local y un homenaje que se debe a todas las personas que, no hallándose en un estado de guerra, entran en los territorios pertenecientes a un gobierno, cuyas leyes se extienden a cada región del mismo […] En rigor, nada puede hacer de un hombre un súbdito, excepto una positiva declaración, y una promesa y acuerdo expresos” (Locke, [1764]2014, § 122).

Si los párrafos transcritos de la obra de Locke dejan en claro que el fundamento de la ciudadanía es, en primer lugar, la voluntad del individuo que se une al cuerpo político, ellos llevan además implícito otro punto capital de la cuestión. No es la voluntad individual aislada la que constituye el Estado, sino un conjunto de voluntades recíprocas. Mi declaración expresa y positiva de ser súbdito de un reino de nada servirá si los demás miembros de esa comunidad política no están dispuestos a aceptarme como su asociado. Esto será enfatizado por otros autores, particularmente los que se interesan por el derecho internacional: para convertirme en ciudadano de un Estado debo ser aceptado en carácter tal por los demás ciudadanos o, lo que es lo mismo, por un acto de voluntad del soberano que los representa. 

Será en la obra del jurista suizo del siglo XVIII Emerich de Vattel que se terminarán de delinear las bases del régimen de la nacionalidad como potestad soberana que pervive, en sus líneas fundamentales, incluso en el derecho internacional contemporáneo. Para Vattel, el fundamento de la pertenencia política es contractual y ella, una vez adquirida, se transfiere a los hijos. Esta transmisión no es una excepción al carácter consensual de la ciudadanía: al permanecer en el país de sus padres, los hijos prestan tácitamente su consentimiento a formar parte de esa comunidad política. “Los nativos, o sea los ciudadanos naturales, son aquellos que han nacido en el país, de padres que son ciudadanos […] el país de los padres es entonces el país el de sus hijos; y estos [los hijos] se convierten en verdaderos ciudadanos sólo por su consentimiento tácito” (Vattel, [1758]1883, I, § 212). 
La naturalización es el otro modo de adquirir la ciudadanía. Por medio de la naturalización, quien originariamente no es miembro de la comunidad política manifiesta su voluntad de incorporarse a ella. Sin embargo, las circunstancias concretas de la naturalización dependen de las leyes de cada país, es decir, de la voluntad de quienes ya son miembros de esa comunidad política expresada en la ley promulgada por el soberano. A veces el príncipe puede otorgar la naturalización por sí, a veces necesita el acuerdo de los representantes de la nación y a veces el solo hecho de nacer en el territorio del Estado naturaliza a los hijos de extranjeros porque la ley así lo dispone (Vattel, [1758]1883, I, § 212).
Las reglas establecidas por los teóricos políticos y juristas de la temprana modernidad, basadas en sus especulaciones sobre el derecho natural, terminaron imponiéndose como reglas consuetudinarias de derecho internacional general. En particular, se conformó una regla de oro según la cual los Estados pueden definir soberanamente quiénes son sus nacionales (y, en consecuencia, quiénes son extranjeros). En consecuencia, nadie puede naturalizarse en un Estado si los demás miembros del cuerpo político (que son representados por la autoridad de este Estado) no lo aceptan como su asociado.

La regla de oro que reconoce la competencia soberana para definir quiénes son nacionales de un Estado está sólidamente asentada en el derecho internacional. Ella aparece en múltiples pronunciamientos de tribunales internacionales
 y en normas convencionales
. Y es confirmada por los especialistas del derecho internacional (Balladore-Pallieri, 1932; Bisschop, 1943; Makarov, 1949; Perrin, 1968; Van Panhuys, 1969; Corriente, 1974; Hailbronner, 2003; Sloane, 2009).

El postulado de la nacionalidad como potestad soberana se complementa con otro postulado que, si bien no es en sí mismo una regla jurídica de derecho internacional, es un presupuesto que permite entender el funcionamiento de otras reglas más específicas. Según este segundo postulado, todo individuo tiene una nacionalidad y sólo una. La apatridia y la múltiple nacionalidad son anomalías del sistema. Ahora bien, entre estos dos postulados existe, si no una contradicción, al menos una fuerte tensión. El recurso a un mecanismo de determinación unilateral de la nacionalidad incrementa, en efecto, el riesgo de que haya personas que sean reconocidas como nacionales por más de un Estado o que no lo sean por ninguno. 

El derecho internacional contemporáneo (entendiendo aquí por tal el que se desarrolla luego de la Segunda Guerra Mundial y que incluye entre otros aspectos salientes el desarrollo del derecho internacional de los Derechos Humanos) reacciona contra dos rasgos del régimen de nacionalidad clásico. Por un lado, la múltiple nacionalidad, aunque no sea abiertamente promovida como solución general, no tiene ya el disfavor que tuvo en otras épocas. Por otro lado, aunque no se altera radicalmente el principio de la potestad estatal en materia de nacionalidad, se reconoce que ésta es un derecho del individuo (la nacionalidad como derecho humano) y se impone al Estado, en algunos casos, el deber de otorgarla. 

El derecho internacional contemporáneo, fuertemente marcado por la filosofía de los Derechos Humanos, mantiene el principio de que son los Estados los que deciden quiénes son sus nacionales. Sin embargo, incorpora un elemento nuevo: el derecho a tener una nacionalidad (ver al respecto Spiro, 2007; Lanfranchi, 2012). El derecho está reconocido, entre otros instrumentos, en el artículo 15 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (París, 1948), en el artículo 24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Nueva York, 1966), en el artículo XIX de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (Bogotá, 1948) y en el artículo 20 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (San José, 1969). 
Ahora bien, aunque estos instrumentos disponen que toda persona tiene derecho a una nacionalidad, no especifican cómo se ha de hacer efectivo ese derecho. En otras palabras: no establecen de modo general cuál es el Estado obligado a otorgar la nacionalidad para que el derecho tenga su cumplimiento. 

Esta distancia entre reconocimiento de un derecho y (ausencia de) reconocimiento de una obligación correlativa se ha ido llenando parcialmente a través de disposiciones internacionales más específicas, que imponen en algunos casos puntuales la obligación de otorgar una nacionalidad. Así, por ejemplo, el artículo 20 de la Convención Americana dispone que toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació, si no tuviera derecho a otra. La Convención para Reducir los Casos de Apatridia (Nueva York, 1961) y el Convenio Europeo sobre Nacionalidad (Estrasburgo, 1997) contienen reglas que obligan a los Estados a dar su nacionalidad a las personas nacidas en su territorio o hijos de sus nacionales que, de otro modo resultarían apátridas. En ambos casos, sin embargo, se admiten importantes excepciones.

Como se ve, estos tratados no contienen reglas generales que obliguen a los Estados a dar su nacionalidad a toda persona que lo pida; ni siquiera a dar su nacionalidad a toda persona que sea o pueda convertirse en apátrida. Se trata de casos mucho más específicos. Sin embargo, aunque tengan carácter puntual, todos ellos suponen una limitación de la idea de la nacionalidad como dependiendo exclusivamente de la discrecionalidad estatal.

3. El régimen de naturalización en el derecho argentino: el requisito de residencia
La Constitución de la Confederación Argentina de 1853 estableció en su artículo 20 que los extranjeros “no están obligados a admitir la ciudadanía” pero “obtienen nacionalización residiendo dos años continuos en la Confederación”. Sin embargo, el mismo artículo agregó que “la autoridad puede acortar este término a favor del que lo solicita, alegando y probando servicios a la República”. El artículo fue aprobado por unanimidad sin demasiada discusión
. La reforma de 1860 reemplazó el término “Confederación” por “Nación”. Este texto, que no fue modificado por las reformas de 1866 y 1898, estuvo vigente hasta 1949. El plazo de residencia establecido por la Constitución de 1853/60 para acceder a la nacionalidad argentina era (y es) relativamente breve. Existía en efecto un interés en incorporar al cuerpo político a los inmigrantes que llegaran al país, aunque sin obligarlos a tal incorporación.
En 1857, durante la presidencia de Urquiza, fue dictada la ley 145 (promulgada el 07/10/1857), la primera ley que reguló el régimen de la nacionalidad. La ley se limitaba (artículo 2 inciso 3) a decir que eran argentinos “los extranjeros que obtengan carta de naturalización, de conformidad al art. 20 de la Constitución”. Y el artículo 4 agregaba que “los extranjeros que pretendan naturalizarse, acreditarán encontrarse en las condiciones del art. 20 de la Constitución nacional, ante el juez federal de 1ra. instancia de la provincia o territorio de su domicilio, o ante el juzgado ordinario de igual clase de la misma localidad, en defecto de aquél”.
Sin embargo, la primera ley de nacionalidad fue pronto reemplazada por otra. En 1869, durante la presidencia de Sarmiento, fue dictada la ley 346 de Ciudadanía (RN 1863/69, t. IV, p. 517). Desde su entrada en vigor la ley sufrió varias modificaciones, que no afectaron sin embargo los aspectos que aquí nos interesan
. Según el artículo 2 de esa ley “son ciudadanos por naturalización: 1) los extranjeros mayores de 18 años, que residiesen en la República dos años continuos y manifestasen ante los jueces federales de sección su voluntad de serlo”. Al igual que en la ley anterior, se aclaraba que la solicitud debía hacerse ante los jueces federales de sección. La Corte Suprema de Justicia decidió que la residencia debía ser actual al momento de la solicitud, es decir, que el solicitante debía al momento de la solicitud contar con dos años de residencia previa y seguir viviendo en el país
. La ley también detallaba que la naturalización podía ser solicitada por los mayores de 18 años. Respecto de este requisito, la Corte Suprema resolvió que si bien era necesario tener esa edad para solicitar la naturalización, el tiempo de residencia transcurrido con anterioridad debía ser computado en el lapso de residencia exigido
.

La ley repetía la cláusula constitucional que exigía “dos años continuos” de residencia en el territorio, sin especificar nada sobre la calidad de esta residencia. El decreto reglamentario sin número de 19/12/1931 dispuso que la residencia computable a efectos de naturalización debía ser “inmediata y continua”, siguiendo de este modo el criterio ya establecido por la Corte Suprema. Nada decía sin embargo sobre la regularidad administrativa de la residencia. Sí especificaba que ella se acreditaba “por medio de sumaria información de testigos, que deben previamente acreditar su identidad, por certificado de migración u otra [prueba] fehaciente” (artículo 3), además de lo cual era necesaria la “información levantada por la autoridad policial de cada uno de los lugares en que el solicitante haya estado domiciliado” (artículo 4).

La Constitución de 1949 dispuso que los extranjeros “a su pedido podrán naturalizarse si han residido dos años continuos en el territorio de la Nación y adquirirán automáticamente la nacionalidad transcurridos cinco años continuados de residencia, salvo expresa manifestación en contrario” (artículo 31, primer párrafo). La Constitución, junto con la forma ya existente de naturalización por dos años de residencia, introducía una curiosa naturalización automática sin el concurso de la voluntad del interesado
. Sin embargo, ambas formas de naturalización sólo eran posibles para “los extranjeros que entren en el país sin violar las leyes” (artículo 31, primer párrafo). Se establecía de este modo, a nivel constitucional, el requisito expreso de la regularidad (al menos en el ingreso al país) para la adquisición de la nacionalidad por naturalización.
La Constitución endurecía el estatuto legal de los naturalizados, ya que éstos sólo gozaban de los derechos políticos “después de cinco años de haber obtenido la nacionalidad” (artículo 31, primer párrafo). Agregaba luego el texto constitucional que la ley establecería “las causas, formalidades y condiciones para el otorgamiento de la nacionalidad y para su privación” (artículo 31, segundo párrafo). El nuevo texto constitucional fue especificado por una nueva ley sobre nacionalidad, la ley 14354 (BO 28/10/1954), que derogó la ley 346
, y por el decreto reglamentario 7604/55 (BO 31/05/1955). Sin embargo, ni la ley ni el decreto exigían para la naturalización que la residencia fuera legal (ni mencionaban tampoco cómo se verificaría el requisito constitucional del ingreso legal al país).
Sin embargo, después del golpe militar de 1955 se restableció la vigencia de la Constitución de 1853, con todas las reformas previas, salvo la de 1949. El texto del artículo 20 de la Constitución de 1853/60 no fue modificado por la reforma de 1957. El decreto ley 14194/56 (BO 14/08/1956) derogó la ley 14354 y reimplantó la ley 346. Disposiciones posteriores introdujeron reformas o complementaron la restablecida ley 346
. El decreto 14199/56 (BO 27/08/1956) derogó el decreto 7604/55 y restableció la vigencia del decreto reglamentario de 19/12/1931.

Una de esas reformas, la de la ley 21610 (BO 05/08/1977) dictada por el gobierno militar, introdujo dos cambios en el primer inciso del artículo 2 de la ley 346, que como ya vimos se refería a las condiciones de naturalización. El primero de esos cambios fue formal: se sustituyó la expresión “jueces federales de sección” por la de “jueces federales con jurisdicción en su domicilio” en la designación de la autoridad competente para la concesión de la nacionalidad. Pero el segundo fue sustantivo: se agregó expresamente el requisito de que la residencia que permite adquirir la nacionalidad es la residencia “en forma legal”. 
En 1978 el gobierno militar reemplazó la ley 346 por una nueva ley de nacionalidad (ley 21795, BO 23/05/1978). Según esta ley, era requisito para la naturalización “tener dos años de residencia legal continuada en el territorio de la República” (artículo 5 inciso b). Se mantenía así el requisito de la legalidad de la residencia que ya había sido introducido en la legislación por la reforma mencionada en el párrafo anterior. La ley 21795 fue reglamentada por el decreto 2367/78 (BO 11/10/1978)
.

Tras el restablecimiento del régimen democrático en 1983, la ley 23059 (BO 10/04/1984) derogó la ley 21795 y restableció la ley 346 en la versión resultante de algunas (pero no de todas) las reformas previas
. En la versión restablecida de la ley 346 no aparece el requisito de legalidad de la residencia que permite la naturalización. Otras leyes posteriores modificaron la ley 346, pero sin alterar el punto que aquí nos interesa
. La reforma constitucional de 1994 mantuvo las normas sobre naturalización que estaban en la Constitución de 1853/60. 

El decreto 3213/84 (BO 19/10/1984) reglamentó la ley 346 y derogó el decreto reglamentario de la ley 21795
. El decreto 3213/84 sigue hoy en vigor y dispone que “la residencia en el país podrá acreditarse por medio de una certificación de la Dirección Nacional de Migraciones, sin perjuicio de otros medios de prueba de que pudiera disponerse” (artículo 4). 

Así las cosas, ni la ley ni el decreto reglamentario en materia de nacionalidad establecían expresamente, hasta comienzos de 2017, el requisito de la regularidad administrativa de la residencia para adquirir la nacionalidad. Algunos constitucionalistas opinaban, sin embargo, que este requisito se encontraba implícito (ver, por ejemplo, Ekmekdjian, 1994, t. 2, pp. 547-548; Rosatti, 2011, t. II, p. 42). Por el contrario, muchas sentencias judiciales se habían pronunciado en el sentido inverso, es decir, acordando la nacionalidad argentina a quienes habían residido dos años en el país incluso si esta residencia había sido (en todo o en parte) en infracción a la normativa sobre migraciones
. De hecho, éste había sido también el criterio de la Corte Suprema de Justicia
.
El decreto 70/2017 (BO 30/01/2017) modificó el primer inciso del artículo 2 de la ley 346, que quedó redactado así: “Son ciudadanos por naturalización: 1) Los extranjeros mayores de dieciocho años que acrediten haber residido en la República Argentina de acuerdo al marco normativo vigente, como residentes permanentes o temporarios, en forma continua durante los dos años anteriores a la solicitud y manifestasen ante los jueces federales su voluntad de serlo”. 

La nueva redacción dada a la ley 346 mantiene el requisito de dos años de residencia continuada (que, por otra parte, no podría ser modificado ya que está constitucionalmente establecido, como hemos visto). También mantiene la exigencia de que esa residencia sea inmediatamente anterior a la solicitud (que debe ser presentada ante juez federal) y de que la edad mínima para solicitar la naturalización es de 18 años. Sin embargo, vuelve a introducir en la legislación argentina la exigencia de que la residencia sea legal, exigiendo además que ella esté amparada por un permiso de residencia permanente o temporario.
Según se explica en la exposición de motivos del decreto, la reforma a la ley 346 se deriva del hecho de que existe un “fraude a la ley migratoria” y que por ello es indispensable “precisar que es requisito tener residencia permanente o temporaria de forma continua en los dos años anteriores, a los efectos del cómputo del arraigo necesario para acceder a la nacionalidad por naturalización”.
4. Conclusiones: ¿un cambio en la concepción de la nacionalidad?

La reforma del año 2017 introdujo un cambio literal muy pequeño, pero importante desde el punto de vista sustantivo. El régimen legal vigente antes de la reforma exigía dos años de residencia continuados para obtener la naturalización y muchos jueces (incluyendo la Corte Suprema), habían interpretado que tanto la residencia legal (es decir, conforme a la normativa migratoria) como la residencia ilegal eran hábiles para reunir esos dos años. Después de la reforma, se exige para la naturalización el requisito de dos años de residencia continuada “de acuerdo al marco normativo vigente” y con un tipo específico de permiso de residencia (temporal o permanente).

Tanto el régimen anterior a la reforma como el régimen posterior a ella se mantienen en lo que, en el primer apartado, hemos llamado la nacionalidad como potestad soberana. La naturalización es el resultado de un contrato entre el extranjero que la solicita y la comunidad política, representada por el Estado, que la concede. Si bien el Estado argentino se encuentra obligado por el derecho internacional a conceder la nacionalidad en algunos casos (paradigma de la nacionalidad como derecho humano) el de la naturalización por residencia de no es uno de ellos. Aquí sigue funcionando la libre determinación soberana acerca de qué extranjeros serán admitidos en la comunidad política (a condición de que ellos manifiesten su voluntad en ese sentido)
.

La diferencia sustantiva entre la normativa anterior a la reforma y la normativa resultante de ella es que la normativa anterior, en palabras de la Corte Suprema, “estaba erigida sobre la idea de un contrato social abierto”
. La naturalización dependía de la voluntad soberana. Pero la voluntad soberana había decidido que todo aquel que hubiese residido en el país durante dos años (incluso de modo irregular, es decir, contrariando esa misma voluntad soberana en lo que se refiere a las condiciones de ingreso y permanencia) podía naturalizarse. 

El régimen actual no es el de un contrato totalmente cerrado: la misma existencia del instituto de la naturalización muestra que es posible la incorporación de nuevos miembros al cuerpo político. Más aún: el plazo constitucional de dos años de residencia (muy breve si se lo compara con el de otros países) permanece inalterado. Pero para poder beneficiarse de esas condiciones de naturalización es necesario haber obtenido un permiso de residencia, es decir, haber obtenido el consentimiento de la voluntad soberana para permanecer en el país. Quienes hayan permanecido en el país durante dos años, pero en contra de esa voluntad soberana, no podrán naturalizarse.

No es éste el lugar para discutir el acierto o el desacierto de esta reforma que re-introduce un requisito que, como ya hemos visto, existió en otros momentos de la historia argentina. Resulta suficiente con apuntar, para cerrar estas conclusiones, que la exposición de motivos de la reforma yerra cuando dice que el cambio legal se hace para luchar contra el fraude a la ley migratoria. Quien residía de modo irregular en el país durante dos años y luego solicitaba su naturalización no cometía ningún fraude. En un primer momento, cometía una infracción a la ley migratoria (que la autoridad podía y debía sancionar, en los términos de la ley); y, en un segundo momento, se beneficiaba de un derecho que la propia ley reconocía. No había fraude, había ejercicio de un derecho instituido en una ley que determinaba quiénes podían unirse al contrato social. Si ese derecho estaba demasiado generosamente otorgado, o no, es otro tema.
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